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 SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico a 21 de abril de 2021.  

Sierra Club y Ciudadanos del Karso Inc. (Recurrentes) comparecen 

mediante recurso de revisión con el fin de que declaremos nula la Orden 

Administrativa Número 2021-02 emitida por el Departamento de Recursos 

Naturales y Ambientales (DRNA) el 28 de enero de 2021. En la referida 

Orden el DRNA aprobó una nueva lista de las acciones que serán 

consideradas Exclusiones Categóricas y estableció los requisitos aplicables 

a las mismas. 

Los Recurrentes indican que el 3 de diciembre de 2020 presentaron 

otro recurso de revisión (KLRA202000508)1 respecto a la Orden 

Administrativa Número 2020-17 del DRNA,2 todo lo cual está íntimamente 

 
1 Tomamos conocimiento de la Sentencia dictada recientemente por un Panel Especial de 

este Tribunal de Apelaciones mediante la cual se desestimó por falta de jurisdicción el 
recurso KLRA202000508. Sierra Club; Ciudadanos del Karso v. DRNA; OGPe, res. el 24 de 

marzo de 2021, KLRA202000508. 

2 La referida Orden Administrativa fue derogada por la Orden Administrativa 2021-02 aquí 

recurrida. 
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relacionado con el recurso de epígrafe. No se solicitó la consolidación de los 

recursos y recientemente el recurso KLRA202000508 fue desestimado por 

falta de jurisdicción. 

La Oficina de Gerencia de Permisos solicitó la desestimación del 

recurso por falta de jurisdicción.  Según ordenado, los Recurrentes 

presentaron su escrito de oposición. 

Con el beneficio de las comparecencias de las partes y en vista de 

que carecemos de jurisdicción para atender el recurso de revisión que nos 

ocupa, procedemos a ordenar su desestimación por falta de jurisdicción. 

 

I 

 

El 28 de enero de 2021 el DRNA emitió la Orden Administrativa 2021-

02, Para aprobar el Listado de Exclusiones Categóricas y los requisitos 

aplicables a las mismas y derogar la Orden Administrativa 2020-17.3 Ante 

nos los Recurrentes alegan que la referida Orden Administrativa 2021-02 es 

nula porque no cumplió con el procedimiento aplicable para aprobación o 

enmiendas que impone la Ley de Procedimiento Administrativo del Gobierno 

de Puerto Rico (LPAU).4 Específicamente los Recurrentes arguyen que la 

Orden Administrativa enmendó y derogó el Reglamento 8858, Reglamento 

para el Proceso de Evaluación Ambiental, de 23 de noviembre de 2016 

(Reglamento 8858), sin observar el trámite pertinente de la LPAU. 

El 30 de enero de 2021 el DRNA publicó en El Nuevo Día el Aviso 

Público de la Notificación de la Orden Administrativa 2021-02.5 

El 24 de febrero de 2021 los Recurrentes comparecieron ante nos y 

le imputaron los siguientes errores al DRNA: 

… APROBAR, MEDIANTE LA ORDEN ADMINISTRATIVA 
NÚMERO 2021-02, ENMIENDAS Y CAMBIOS 
SIGNIFICATIVOS AL REGLAMENTO 8858 SIN SEGUIR EL 
PROCEDIMIENTO QUE PARA ELLO PAUTA LA LEY DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO UNIFORME.  
 

 
3 Apéndice del recurso, págs. 1-10. 

4 Ley 38-2017. 

5 Apéndice del recurso, pág. 11. 
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… APROBAR LA ORDEN ADMINISTRATIVA NÚM. 2021-02 YA 
QUE LA ORDEN ES ULTRA VIRES POR EXCEDER LOS 
PODERES CONCEDIDOS POR LA LEY VIGENTE. 

 
 El 29 de marzo de 2021 la Oficina de Gerencia de Permisos del 

Departamento de Desarrollo Económico y Comercio presentó su Solicitud 

de desestimación. 

II 

 

Es un firme principio de hermenéutica jurídica que los tribunales 

somos celosos guardianes de nuestro poder jurisdiccional para atender 

casos y controversias y que no podemos atribuirnos jurisdicción si 

carecemos de ella.6 La falta de jurisdicción no es subsanable y las partes no 

pueden otorgársela al tribunal.7 Recordemos que las cuestiones sobre 

jurisdicción son de carácter privilegiado.8 La jurisdicción no se presume y 

como cuestión de umbral es nuestro deber ministerial evaluar si poseemos 

jurisdicción, pues ello incide directamente sobre nuestro poder para 

adjudicar una controversia.9 

Asimismo es menester que antes de evaluar los méritos de un caso, 

determinemos si estamos ante una controversia justiciable, pues los 

tribunales sólo podemos resolver controversias genuinas dentro de una 

situación adversativa en la cual las partes tengan un interés real de obtener 

un remedio que haya de afectar sus relaciones jurídicas.10 Por el contrario, 

un asunto no es justiciable, cuando comenzando un pleito, hechos 

posteriores lo convierten en innecesario, académico o inoficioso; una de las 

partes no tiene capacidad para promover el pleito; las partes sólo buscan 

una opinión consultiva; un pleito es promovido por las partes sin estar 

 
6 Rodríguez Rivera v. De León Otaño, 191 DPR 700, 708 (2014); JP v. Frente Unido I, 165 

DPR 445 (2005). 

7 Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513 (1991). 

8 JP v. Frente Unido I, supra. 

9 Carattini v. Collazo Systems, 158 DPR 345 (2003); Sociedad de Gananciales v. A.F.F., 
108 DPR 644 (1979). 

10 UPR v. Laborde Torres I, 180 DPR 253, 279-280 (2010); Sánchez v. Sec. de Justicia, 157 

DPR 360, 370 (2002). 
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maduro; o cuando trata de resolver una cuestión política.11 Carecemos de 

jurisdicción para atender asuntos no justiciables. 

En ese orden, los incisos B y C de la Regla 83 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones nos autorizan a desestimar un recurso apelativo si, 

entre otras razones, carecemos de jurisdicción para atenderlo.12 Asimismo, 

la Regla 57 establece que un recurso de revisión judicial deberá ser 

presentado dentro del término jurisdiccional de 30 días a partir de la 

notificación de la orden o resolución final administrativa.13 

De otra parte, la sección 4.2 de la LPAU, provee:  

Una parte adversamente afectada por una orden o 
resolución final de una agencia y que haya agotado todos los 
remedios provistos por la agencia o por el organismo administrativo 
apelativo correspondiente podrá presentar una solicitud de revisión 
ante el Tribunal de Apelaciones, dentro de un término de treinta 
(30) días contados a partir de la fecha del archivo en autos de la 
copia de la notificación de la orden o resolución final de la agencia 
o a partir de la fecha aplicable de las dispuestas en la sec. 9655 de 
este título, cuando el término para solicitar la revisión judicial haya 
sido interrumpido mediante la presentación oportuna de una 
moción de reconsideración. […] 

[…]14 

 
Entiéndase que como norma general tenemos jurisdicción sólo para 

revisar judicialmente reglamentos, decisiones, órdenes y resoluciones 

finales de las agencias administrativas.15 

Entretanto, la LPAU también requiere que las agencias 

administrativas cumplan con ciertos requisitos al aprobar, enmendar o 

derogar una regla o reglamentos. Así, la LPAU condiciona la reglamentación 

a un proceso de notificación, participación ciudadana y publicación.16 La 

LPAU define regla o reglamento de la siguiente manera: 

Significa cualquier norma o conjunto de normas de una 
agencia que sea de aplicación general que ejecute o 
interprete la política pública o la ley, o que regule los 
requisitos de los procedimientos o prácticas de una agencia 

que tenga fuerza de ley. El término incluye la enmienda, 

 
11 Asoc. Fotoperiodistas v. Rivera Schatz, 180 DPR 920, 932 (2011). 

12 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83. 

13 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 57. 

14 3 LPRA sec. 9672. 

15 4 LPRA sec. 24y (c); 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 56; ARPe v. Coordinadora, 165 DPR 850, 

866-867 (2005). 

16 3 LPRA secs. 9611-9615. 
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revocación o suspensión de una regla existente. Quedan 
excluidos de esta definición: 

(1) Reglas relacionadas con la administración interna de 
la agencia o comunicaciones internas o entre agencias que 
no afectan los derechos o los procedimientos o prácticas 
disponibles para el público en general. 

(2) Documentos guía según definidos en este capítulo. 
(3) Órdenes de precios del Departamento de Asuntos del 

Consumidor y otros decretos u órdenes similares que se 
emitan o puedan emitir en el futuro por otras agencias, y que 
meramente realizan una determinación de uno o varios 
parámetros de reglamentación con base a un reglamento 
previamente aprobado y que contiene las normas para su 
expedición. 

(4) Formas y sus instrucciones, siempre que no 
constituyan documentos guía.17 

 
Consecuentemente, la sección 2.7 de la LPAU establece que serán 

nulos los reglamentos o reglas que se adopten en contravención a lo 

dispuesto en la LPAU, y añade lo siguiente:18 

(b) Cualquier acción para impugnar la validez de su faz de 
una regla o reglamento por el incumplimiento de las disposiciones 
de esta ley deberá iniciarse en el Tribunal de Apelaciones dentro de 
los treinta (30) días siguientes a la fecha de vigencia de dicha regla 
o reglamento. La competencia sobre la acción corresponderá a la 
región judicial donde esté ubicado el domicilio del recurrente. 

 
Este Tribunal de Apelaciones sólo tiene jurisdicción en primera 

instancia para atender los recursos en los que se impugne la validez de un 

reglamento porque su aprobación no cumplió con las garantías procesales 

de la LPAU.19 

De otra parte, precisa aclarar que la Ley 171-2018, Plan de 

Reorganización del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales de 

2018, con el fin de ejecutar y dar cumplimiento al Plan de Reorganización 

adoptado al amparo de la Ley 122-2017,20 transfirió, agrupó y consolidó en 

 
17 3 LPRA sec. 9603(m). 

18 3 LPRA sec. 9617. 

19 Centro Unido de Detallistas v. Com. Serv. Pub, 174 DPR 174, 183, 192 (2008). 

20 La Ley 122-2017 es conocida como la  “Ley del Nuevo Gobierno de Puerto Rico” creada 
a los fines de “de facultar al Gobernador de Puerto Rico a maximizar los recursos y personal 

de la Rama Ejecutiva mediante la transferencia, consolidación, reorganización, 
externalización y creación de nuevas y más eficientes estructuras gubernamentales y 

agencias mediante un proceso ágil con Planes de Reorganización los cuales serán revisados 
por la Asamblea Legislativa para su aprobación o rechazo; autorizar al Gobernador a 

reorganizar, externalizar y consolidar, agencias, programas y servicios de la Rama 

Ejecutiva mediante Planes de Reorganización los cuales serán revisados y aprobados por 
la Asamblea Legislativa conforme al procedimiento descrito en esta Ley; disponer los 

poderes y facultades de los jefes de agencia; derogar la Ley 182-2009, conocida como 
“Ley de Reorganización y Modernización de la Rama Ejecutiva 2009”; derogar la Ley 5-

1993; y para otros fines relacionados.” 
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el DRNA las facultades, funciones, servicios y estructuras de la Junta de 

Calidad Ambiental (JCA), entre otras. El referido Plan de Reorganización 

también establece que el DRNA será responsable de implementar la política 

pública del Gobierno de Puerto Rico contenida en la Sección 19 del Artículo 

VI de la Constitución, por lo cual, pondrá en vigor programas para la 

utilización y conservación del ambiente y de los recursos naturales conforme 

a lo establecido en la Ley 416-2004, Ley sobre Política Pública Ambiental. 

Al tenor de la Ley 416-2004 la JCA, hoy DRNA, aprobó el Reglamento 

8858 el cual inter alia define Exclusión Categórica de la siguiente manera: 

Aquellas acciones predecibles o rutinarias que en el curso normal 
de su ejecución no tendrán un impacto ambiental significativo y que 
por su naturaleza han sido previamente excluidas del proceso de 
planificación ambiental mediante la resolución de la Junta de 
Gobierno de la JCA.21 

 
Añádase que la Junta de Gobierno de la JCA (DRNA) podrá recoger 

en una sola Resolución, una lista de aquellas acciones que por su naturaleza 

hayan sido determinadas como Exclusiones Categóricas, la cual denominará 

Resolución de Exclusiones Categóricas. Luego de aprobarse la lista, o cada 

vez que se enmiende para incluir o eliminar alguna Exclusión Categórica, la 

Junta de Gobierno notificará la misma mediante Aviso Público en un 

periódico de circulación general por espacio de un día informando dicha 

aprobación o enmienda. La resolución se mantendrá disponible para 

examen del público en su página de internet y en otros medios apropiados. 

También estará disponible de forma impresa en la oficina central y en las 

oficinas regionales.22 

En ese orden, el inciso H de la Regla 127 dispone: 

La Junta de Gobierno de la JCA [hoy DNRA] podrá revisar cualquier 
Exclusión Categórica previamente designada cuándo así lo 
determine. El resultado de esta revisión podrá ser la eliminación, 

modificación o ratificación antes concedida. 
 
La determinación e inclusión de una acción como exclusión 

categórica no constituye un permiso o autorización para llevar a cabo la 

 
21 Regla 113 del Reglamento 8858. 

22 Regla 127, incisos B, C y F, Reglamento 8858. 
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acción propuesta. Por el contrario, “[t]oda acción a la cual obtenga una 

determinación de cumplimiento ambiental por medio de una Exclusión 

Categórica, deberá cumplir con las leyes y reglamentos aplicables y 

consecuentemente obtener los permisos de construcción y operación 

correspondientes”.23 

Entretanto, la Resolución de Exclusiones Categóricas deberá 

revisarse como mínimo cada 2 años o en cualquier momento que la JCA, 

hoy DRNA, lo estime pertinente.24 Las Reglas 129 y 130 establecen los 

requisitos para que una acción pueda tener determinación de cumplimiento 

ambiental por exclusión categórica y el trámite para la solicitud de esta.25 

La Regla 131 del Reglamento 8858 le confiere facultad a la Oficina 

de Gerencia de Permisos (OGPe) para interpretar que, a pesar de que cierta 

actividad cumpla potencialmente con los requisitos de Exclusión Categórica, 

la misma no puede ser designada como tal debido a ciertas particularidades 

de la acción. Así, la OGPe goza de discreción para requerirle al solicitante 

que presente un documento ambiental para una acción que la Junta de 

Gobierno de la JCA, hoy DRNA, mediante Resolución haya determinado que 

podría aplicar como Exclusión Categórica. 

Ahora bien, conviene aquí destacar que la Ley 161-2009, Ley para la 

Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico,26 creó el marco legal y 

administrativo que regirá la solicitud, evaluación, concesión y denegación 

de permisos, y estableció funciones, facultades y obligaciones de la OGPe. 

En lo aquí pertinente, el Artículo 8.5 de la Ley 161-2009 reza: 

El proceso de planificación ambiental es un 
procedimiento informal sui generis excluido de la aplicabilidad 
de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme. El 
Secretario Auxiliar de la Oficina de Gerencia de Permisos, 
realizará la determinación de cumplimiento ambiental 
requerida bajo las disposiciones del inciso (b)(3) de la sec. 
8001a del Título 12, y el reglamento que a los fines de esta 
sección y de este capítulo, apruebe la Junta de Calidad 
Ambiental en cuanto a: las acciones que tome con relación al 

 
23 Regal 127, inciso I, Reglamento 8858. 

24 Regla 128, inciso A, Reglamento 8858. 

25 Reglamento 8858. 

26 23 LPRA sec. 9011 et seq. 



 
 

 
KLRA202100090 

 

 

8 

trámite de los documentos ambientales, a las exclusiones 
categóricas, a las acciones con relación a la determinación de 
cumplimiento ambiental, y a las determinaciones finales que 
se le soliciten, de conformidad con este capítulo; y cualquier 
acción sujeta al cumplimiento con las disposiciones del inciso 
(b)(3) de la sec. 8001a del Título 12. 

[…] (subrayado nuestro)27 

 
Por último, la Carta de Derechos de la LPAU en su sección 3.1 

dispone:28  

[…] 
Se considerarán procedimientos informales no 

cuasijudiciales y, por tanto, no estarán sujetos a este capítulo, 
excepto según se provee más adelante, la adjudicación de 
subastas, la concesión de préstamos, becas, subsidios, 
subvenciones, emisiones de deuda, inversiones de capital, 
reconocimientos o premios, y todos los trámites o etapas del 
proceso de evaluación de documentos ambientales requeridos 
por el inciso (b)(3) de la sec. 8001a del Título 12, "Ley sobre 
Política Pública Ambiental" y el reglamento aprobado al amparo 
de ésta. En ninguno de estos procedimientos o las etapas en que 
éstos se dividan, se requerirá a la agencia que fundamente sus 
resoluciones con determinaciones de hecho y conclusiones de 
derecho. El procedimiento administrativo para el trámite de 
documentos ambientales se regirá exclusivamente por la 
reglamentación adoptada por la Junta de Calidad Ambiental para 
estos fines. La reconsideración de las decisiones emitidas en 
todos estos casos se regirá por lo dispuesto en la sec. 9655 de 
este título excepto las relativas a subastas que se regirán por lo 
dispuesto en la sec. 9659 de este título. 

[…] (subrayado nuestro) 

 
 

III 

 

Como cuestión de umbral precisa que examinemos primeramente si 

tenemos jurisdicción para atender el recurso instado por los Recurrentes. 

En esencia, en su primer señalamiento de error los Recurrentes traen a 

nuestra atención que la Orden Administrativa 2021-02 del DRNA es nula 

porque no se aprobó de conformidad con la LPAU. Según el marco jurídico 

esbozado, vimos que la Resolución de Exclusiones Categóricas de la Orden 

Administrativa del DRNA no está contemplada por la LPAU como un asunto 

susceptible de revisión judicial, pues no se trata de un reglamento ni una 

orden, resolución o providencia final de una agencia. Por todo lo cual, 

carecemos de jurisdicción para atender el recurso de epígrafe. 

 
27 23 LPRA sec. 9018d. 

28 3 LPRA sec. 9641. 
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Según surge del expediente ante nos, al amparo de la normativa 

aplicable, la Orden Administrativa Núm. 2021-02 del DRNA constituye una 

Resolución de Exclusión Categórica promulgada acorde con la facultad 

conferida por el Reglamento 8858, la Sección 92 de la Ley 171-201829 y el 

Artículo 1.5, inciso 23, de la Ley 161-2009.30 Asimismo, la Orden 

Administrativa 2021-02 fue emitida de conformidad con la Regla 128 del 

Reglamento 8858 que provee para que la resolución de exclusiones 

categóricas pueda enmendarse en cualquier momento. Por todo lo cual, se 

trata de unos poderes delegados por ley al Secretario del DRNA. Por el 

contrario, erradamente los Recurrentes indican en su segundo señalamiento 

que el DRNA actuó ultra vires. 

Igualmente resulta importante aclarar que la Orden Administrativa 

2021-02 no es un reglamento ni enmienda el Reglamento 8858. Por ello no 

son de aplicables los requerimientos de los procedimientos de 

reglamentación de la LPAU. 

Sencillamente, la Orden Administrativa constituye una resolución de 

directrices e instrucciones claras sobre el proceso de presentación de 

documentos ambientales relativas a las acciones que por su naturaleza se 

clasificaron como exclusiones categóricas. Téngase presente que al DRNA 

le compete implementar la política pública ambiental de la Isla31 y como tal 

tiene la potestad para establecer las exclusiones categóricas sin sujeción al 

requisito de reglamentación de la LPAU si el Secretario decide ejercer la 

misma mediante la emisión de una orden o resolución.32 

En ese orden, reiteramos que la Regla 127 del Reglamento 8858 

detalla el proceso para la designación de exclusiones categóricas, el cual se 

 
29 3 LPRA sec. 156 n. 

30 23 LPRA sec. 9011(37). 

31 Véase la Sección 92 de la Ley 171-2018, 3 LPRA sec. 156 n.  

32 El Artículo 1.5, inciso 37, de la Ley 161-2009, supra, intitulada Exclusiones Categóricas, 
dispone: 

Acciones predecibles o rutinarias que en el curso normal de su ejecución no 

tendrán un impacto ambiental significativo. Se considerará exclusión categórica, 
además, las acciones que así determine la Junta de Calidad Ambiental mediante 

reglamento o resolución a esos efectos. 
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realiza a través de un dictamen denominado Resolución de Exclusiones 

Categóricas y sólo se notificará al público en general mediante un Aviso 

Público notificado por un día en un periódico de circulación general. Según 

surge del expediente, el DRNA cumplió con estos requerimientos.33 

Igualmente reiteramos que la Orden Administrativa forma parte 

intrínseca del proceso de planificación ambiental y es catalogada como un 

procedimiento informal sui generis al cual no le aplica la LPAU.34 

Por todo lo antecedente, este Tribunal de Apelaciones sólo tiene 

jurisdicción en primera instancia para atender los recursos en los que se 

impugne la validez de un reglamento cuya aprobación no cumplió con las 

garantías procesales establecidas en la LPAU. No obstante, las órdenes 

administrativas emitidas por el DRNA para establecer exclusiones 

categóricas no constituyen reglamentos ni enmiendas a estos por lo que 

resulta inaplicable el cumplimiento de las normas de reglamentación 

exigidas por la LPAU.  

El recurso que nos ocupa tampoco es justiciable pues entre los 

Recurrentes y las partes recurridas no existe una genuina controversia 

dentro de una situación adversativa en la cual las partes tengan un interés 

real de obtener un remedio.35 

Entiéndase que del recurso no surge que los Recurrentes hubiesen 

solicitado una Certificación de Exclusión Categórica conforme a la lista 

establecida en la Orden Administrativa 2021-02. Tampoco nos encontramos 

ante un dictamen final del DRNA o de la OGPe que pueda ser objeto de 

revisión judicial conforme a la LPAU. Así, el presente recurso invita a emitir 

una opinión o análisis consultivo de una actuación del DRNA que claramente 

está excluida de la LPAU. 

Añádase que en el Reglamento 8858, la Regla 140 sobre Revisión 

expresa claramente que la determinación de cumplimiento ambiental se 

 
33 Apéndice del recurso, pág. 11.  

34 Art. 8.5, Ley 161-2009, 23 LPRA sec. 9018d. 

35 UPR v. Laborde Torres I, supra; Sánchez v. Sec. de Justicia, supra. 
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considerará como una decisión de carácter final e independiente de la 

determinación final del permiso solicitado. La regla aclara que las 

disposiciones de la LPAU aplicarán a las determinaciones de cumplimiento 

ambiental relacionadas a los documentos ambientales y exclusiones 

categóricas. Entonces, debe haberse emitido una determinación final 

relativa al cumplimiento ambiental para que se pueda revisar judicialmente. 

En fin, la Orden Administrativa 2021-02 no es un asunto revisable 

mediante recurso de revisión judicial pues no es un reglamento ni una orden 

o resolución final revisable bajo la LPAU. Tampoco estamos ante un asunto 

justiciable porque no existe entre las partes una controversia genuina en 

un caso adversativo en el que se tenga un interés real de remedio. Más 

importante aún, la legislación y reglamentación vigentes excluyen la 

resolución de exclusiones categóricas de la aplicación de la LPAU. Según 

pudimos apreciar, el DRNA tiene facultad en ley para emitir la Orden 

Administrativa 2021-02, la cual, por sí sola no es revisable o impugnable. 

Consecuentemente, procede desestimar por falta de jurisdicción. 

 

IV 

 

Por los antecedentes fundamentos, desestimamos por falta de 

jurisdicción el recurso de revisión judicial instado por los Recurrentes. 

  Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

 

                  Lcda. Lilia M. Oquendo Solís     
          Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


